
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 9/2021 

ACTOR: MUNICIPIO DE GUAYMAS, SONORA 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 

En la Ciudad de México, a dieciocho de febrero de dos mil veintiuno, se da cuenta al 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, instructor en el presente asunto, 
con el expediente de la controversia constitucional al rubro indicada, promovida por Martín 
Adán Ruelas Velderrain, quien se ostenta como Síndico Procurador del Municipio de 
Guaymas, Sonora, turnada conforme el auto de diez de febrero de dos mil veintiuno. 
Conste. 

 

Ciudad de México, a dieciocho de febrero de dos mil veintiuno. 

Visto el escrito de demanda y los anexos de quien se ostenta como Síndico 

Procurador del Municipio de Guaymas, Sonora, mediante los cuales promueve 

controversia constitucional contra el Secretario de Hacienda, el Vocal Ejecutivo de 

la Comisión Estatal del Agua, ambos de la referida entidad federativa y del Director 

General de Organismo de Cuenca Noroeste de la Comisión Nacional del Agua 

(CONAGUA), en la que impugna lo siguiente:  

“A. La acción del Secretario de Hacienda del Estado de Sonora, consistente en la 
ilegal retención de aportaciones del Ramo 33 correspondientes al FORTAMUN al 
retener y desviar los recursos que le correspondían al Ayuntamiento de Guaymas, 
para aplicarlo a la Comisión Nacional del Agua derivado de las omisiones de pago de 
la Comisión Estatal del Agua. 

B. La acción del VOCAL EJECUTIVO DE LA COMISIÓN ESTATAL DEL AGUA DEL 
ESTADO DE SONORA consistente en la falta de pago y propiciar la retención 
indebida de los recursos federales provenientes del Ramo 33 del fondo FORTAMUN, 
al comprometer los recursos del ayuntamiento de Guaymas con la garantía de los 
recursos provenientes del fondo de aportaciones para el fortalecimiento de los 
municipios y de las demarcaciones del distrito federal FORTAMUN, aunado a la 
omisión de dicha Comisión Estatal de Agua, no se nos notificó formalmente de ningún 
requerimiento por parte de las demandadas, por lo que se afirma que no fuimos oídos 
en procedimiento administrativo alguno. 

C. La acción del DIRECTOR GENERAL DEL ORGANISMO DE CUENCA 
NOROESTE DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA (CONAGUA), de ordenar la 
retención y no enterar al Ayuntamiento de Guaymas, Sonora, previo a solicitar la 
retención y pago dentro del plazo de 90 días naturales posteriores a la fecha de pago 
respectivo, que no se hubiera cubierto la totalidad del pago del periodo que 
corresponda.” 

 

En ese tenor, se tiene por presentado al promovente con la personalidad que 

ostenta1, designando autorizada y delegado; sin embargo, no ha lugar a tener como 

domicilio para oír y recibir notificaciones el que indica en el Estado de Sonora, en 

virtud de que las partes estas obligadas a señalarlo en la ciudad donde tiene su 

                                                           

1 De conformidad con la documental que acompaña para tal efecto y en términos del artículo 70, fracción II, de la Ley de Gobierno y 
Administración Municipal del Estado de Sonora, que establece: 
Artículo 70. El Síndico del Ayuntamiento, tendrá las siguientes obligaciones: […] 
II. La representación legal del Ayuntamiento en los litigios en que éste fuere parte, así como en aquellos asuntos en los que el 
Ayuntamiento tenga interés jurídico, debiendo informarle trimestralmente de todos los asuntos referidos; […]. 
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sede esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Lo anterior, de conformidad con los artículos 4, párrafo tercero2, 11, párrafos 

primero y segundo3, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el 3054 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos del 

artículo 15 de la citada ley y con apoyo en la tesis de rubro: “CONTROVERSIAS 

CONSTITUCIONALES. LAS PARTES ESTÁN OBLIGADAS A SEÑALAR 

DOMICILIO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES EN EL LUGAR EN QUE 

TIENE SU SEDE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

(APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 305 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA)”6. 

Por otro lado, en cuanto a su petición de uso de medios electrónicos, hágase 

de su conocimiento que, considerando que lo anterior prácticamente implica 

solicitar copias simples de todo lo actuado; a fin de garantizar la adecuada defensa 

de dicha autoridad y preservar la eficacia de los derechos fundamentales de 

defensa efectiva y de oposición a la publicación de datos personales, así como de 

los bienes constitucionales que justifican la reserva de información, garantizados 

en los artículos 6, apartado A, fracción I, y 16, párrafo segundo, de la Constitución 

General, y derivado de una interpretación armónica de aquellos derechos y bienes, 

se autoriza al promovente para que haga uso de cualquier medio digital, fotográfico 

o cualquiera que resulte apto para reproducir el contenido de las actuaciones y 

constancias existentes en la presente controversia, excepto las de carácter 

confidencial o reservado que no resulten necesarias para el ejercicio de una 

adecuada defensa. 

                                                           

2 Artículo 4. […] 
Las partes podrán designar a una o varias personas para oír notificaciones, imponerse de los autos y recibir copias de traslado. 
3Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios 
que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca 
a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el párrafo anterior; sin 
embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan 
pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley. [...] 
4Artículo 305. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa 
ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente 
deben señalar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan, o a las que les 
interese que se notifique, por la intervención que deban tener en el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios 
públicos. Estos siempre serán notificados en su residencia oficial. 
5Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente título, las 
controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal 
de Procedimientos Civiles. 
6 Tesis P. IX/2000. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI. Marzo de dos mil. Página setecientos 
noventa y seis. Registro 192286. 
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En esa tesitura, se apercibe al municipio actor, que en caso 

de incumplimiento del deber de secrecía o del mal uso que pueda 

dar a la información que reproduzca por la utilización de los 

medios electrónicos autorizados, se procederá de conformidad 

con lo establecido en las disposiciones aplicables de las leyes 

Generales de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, por lo que dicho deber se 

incorporará a la esfera jurídica tanto del mencionado ente solicitante, como de la o 

de las personas que en su nombre tengan acceso a la información contenida en 

este expediente y sus constancias afectas, a través de los medios electrónicos cuyo 

uso se autoriza, aun cuando hubieran sido aportadas al medio de control de 

constitucionalidad sin indicar su naturaleza confidencial o reservada. 

Lo anterior, en el entendido de que para asistir a la oficina que ocupa la 

Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 

Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto 

Tribunal7, deberán tener en cuenta lo previsto en los artículos Noveno8 y Vigésimo9 

del Acuerdo General de Administración número II/2020 del Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de veintinueve de julio de dos mil veinte, 

por el que se establecen los Lineamientos de Seguridad Sanitaria en este Alto 

Tribunal durante la emergencia generada por el virus SARS-COV2 (COVID 19). 

Ahora bien, de la revisión integral de la demanda y sus anexos es de 

considerarse que existen motivos manifiestos e indudables de improcedencia, 

por los que debe desecharse el presente medio de control de 

constitucionalidad, tal como se expresa en las consideraciones siguientes. 

Conforme a lo establecido en el artículo 2510 de la ley reglamentaria de la 

materia, el Ministro instructor está facultado para desechar de plano la demanda 

                                                           

7 Ubicada en Avenida Pino Suárez, número 2, puerta 2032, primer piso, Colonia Centro, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06065, en esta 
Ciudad. 
8 ARTÍCULO NOVENO del Acuerdo General de Administración II/2020. El acceso a los edificios de la Suprema Corte será restringido 
y únicamente se permitirá la entrada a quienes se encuentren señalados en las listas que para tal efecto las áreas jurisdiccionales o 
administrativas hayan comunicado a las áreas competentes de seguridad y recursos humanos de la Suprema Corte, o bien, tengan cita 
programada para actividades jurisdiccionales conforme al procedimiento a que se refiere el artículo Vigésimo del presente Acuerdo 
General de Administración, así como quienes acudan al Buzón Judicial Automatizado del edificio sede de la Suprema Corte o a las 
oficialías de partes comunes ubicadas en otros edificios. 
9 ARTÍCULO VIGÉSIMO. Con el objetivo de evitar aglomeraciones de personas y proteger la salud de aquellas que acuden a los 
edificios de la Suprema Corte, quienes requieran consultar expedientes o participar en diligencias jurisdiccionales, deberán solicitar una 
cita a través de la herramienta electrónica que para tal efecto se habilitará en el portal de Internet del Alto Tribunal. Asimismo, en el 
edificio Sede de la Suprema Corte se pondrá a disposición del público el equipo electrónico necesario para que los interesados puedan 
solicitar dicha cita. 
Las personas que pretendan reunirse o entrevistarse con algún servidor público de la Suprema Corte solicitarán se gestione y agende 
una cita a través de correo electrónico a la dirección que para tal efecto se habilite en el directorio electrónico del Alto Tribunal.  
10 Artículo 25. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, la desechará de plano. 
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respectiva, si advierte la actualización de un motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia, lo que se corrobora con la jurisprudencia que se cita a continuación: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN 
‘MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA’ PARA EL 
EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
Ministro instructor podrá desechar de plano la demanda de controversia 
constitucional si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 
En este contexto, por ‘manifiesto’ debe entenderse lo que se advierte en forma 
patente y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de los escritos 
aclaratorios o de ampliación, en su caso, y de los documentos que se anexen 
a tales promociones; mientras que lo ‘indudable’ resulta de que se tenga la 
certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trate 
efectivamente se actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun cuando 
se admitiera la demanda y se sustanciara el procedimiento, no sería factible 
obtener una convicción diversa”.11 
 

Así, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que por manifiesto debe entenderse todo aquello que se advierte en 

forma patente y absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los 

escritos aclaratorios o de ampliación y, en su caso, de los documentos que se 

anexen a dichas promociones; en tanto que lo indudable se configura cuando se 

tiene la certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia efectivamente 

se actualiza en el caso, de manera tal que la admisión de la demanda y la 

substanciación del procedimiento no darían lugar a la obtención de una convicción 

diversa. 

En relación con lo anterior, de la lectura de las constancias que obran en autos, 

es posible advertir que, en la especie, se actualiza la causa de improcedencia 

prevista en el artículo 19, fracción VIII12, de la ley reglamentaria de la materia, en 

relación con el artículo 105, fracción I, inciso i)13 de la Constitución Federal, debido 

a que el municipio actor carece de interés legítimo para intentar este medio de 

control constitucional. 

Al respecto, resulta pertinente precisar que la improcedencia de una 

controversia constitucional puede derivar de alguna disposición de la ley 

reglamentaria de la materia, lo cual permite considerar no sólo los supuestos que 

                                                           

11 Tesis P./J. 128/2001, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, octubre 
de 2001, registro 188643, página 803. 
12 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. Las controversias 
constitucionales son improcedentes: […] 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. […] 
13 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley 
reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: […] 
i) Un Estado y uno de sus Municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; […] 
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de manera específica prevé su artículo 19, sino también los que 

puedan derivar del conjunto de normas que la integran y de las 

bases constitucionales que la rigen, siendo aplicable a este 

respecto la tesis de rubro y texto siguientes: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, 

FRACCIÓN VIII, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, 
ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA 
PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Conforme a la fracción VIII del 
artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de 
la Constitución, la improcedencia de la controversia constitucional únicamente 
debe resultar de alguna disposición de la propia ley y, en todo caso, de la 
Norma Fundamental, por ser éstas las que delinean su objeto y fines; de ahí 
que la improcedencia no puede derivar de lo previsto en otras leyes, pues ello 
haría nugatoria la naturaleza de ese sistema de control constitucional.”14 

 

 En principio, cabe señalar que la controversia constitucional entraña un 

conflicto sobre la constitucionalidad de actos y/o disposiciones generales de los 

sujetos que el artículo 105 de la Constitución Federal reconoce como partes en este 

tipo de juicios, ya que desde su concepción por el Poder Constituyente, esta 

garantía jurisdiccional fue diseñada para que este Alto Tribunal definiera el ámbito 

de atribuciones que la Constitución Federal confiere a los órganos originarios del 

Estado, tal como fue señalado por el Tribunal Pleno en la tesis de rubro y contenido 

siguientes:  

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA TUTELA JURÍDICA DE ESTA 
ACCIÓN ES LA PROTECCIÓN DEL ÁMBITO DE ATRIBUCIONES QUE LA 
LEY SUPREMA PREVÉ PARA LOS ÓRGANOS ORIGINARIOS DEL 
ESTADO. Del análisis de la evolución legislativa que en nuestros textos 
constitucionales ha tenido el medio de control constitucional denominado 
controversia constitucional, se pueden apreciar las siguientes etapas: 1. En la 
primera, se concibió sólo para resolver las que se presentaren entre una 
entidad federada y otra; 2. En la segunda etapa, se contemplaron, además de 
las antes mencionadas, aquellas que pudiesen suscitarse entre los poderes 
de un mismo Estado y las que se suscitaran entre la Federación y uno o más 
Estados; 3. En la tercera, se sumaron a las anteriores, los supuestos relativos 
a aquellas que se pudieren suscitar entre dos o más Estados y el Distrito 
Federal y las que se suscitasen entre órganos de Gobierno del Distrito 
Federal. En la actualidad, el artículo 105, fracción I, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, amplía los supuestos para incluir a los 
Municipios, al Poder Ejecutivo, al Congreso de la Unión, a cualquiera de sus 
Cámaras, y en su caso, a la Comisión Permanente. Pues bien, de lo anterior 
se colige que la tutela jurídica de este instrumento procesal de carácter 
constitucional, es la protección del ámbito de atribuciones que la misma Ley 
Suprema prevé para los órganos originarios del Estado, es decir, aquellos que 
derivan del sistema federal y del principio de división de poderes a que se 

                                                           

14 P./J. 32/2008, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, junio de 2008, 
registro 169528, página 955. 
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refieren los artículos 40, 41 y 49, en relación con el 115, 116 y 122, de la propia 
Constitución y no así a los órganos derivados o legales, pues estos últimos no 
son creados ni tienen demarcada su competencia en la Ley Fundamental; sin 
embargo, no por ello puede estimarse que no están sujetos al medio de 
control, ya que, si bien el espectro de la tutela jurídica se da, en lo particular, 
para preservar la esfera competencial de aquéllos y no de éstos, en lo general 
se da para preservar el orden establecido en la Constitución Federal, a que 
también se encuentran sujetos los entes públicos creados por leyes 
secundarias u ordinarias.”15 
 

De este modo, si bien este Alto Tribunal puede revisar la constitucionalidad de 

actos y normas emitidos por autoridades del Estado a través de la controversia 

constitucional, para hacerlo está siempre supeditado a que exista un principio de 

agravio a la esfera competencial salvaguardada en la Constitución Federal a favor 

del actor, pues de no ser así, se desnaturalizaría la función de este medio 

impugnativo permitiéndose la revisión de un acto que de ningún modo afectaría al 

promovente en la esfera de atribuciones tutelada en la Norma Fundamental. 

Precisado esto, debe destacarse que la parte actora impugna la ilegal 

retención del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios 

(FORTAMUN) del mes de noviembre de dos mil diecinueve y de enero de dos mil 

veintiuno, por parte de la Secretaría de Hacienda de Sonora; lo cual, según lo 

manifestado por el promovente, deriva de los adeudos de pago que tenía la 

Comisión Estatal de Agua de la entidad con la Comisión Nacional del Agua 

(CONAGUA).  

En relación con lo anterior, cabe mencionar que el propio municipio actor 

manifiesta que dichos adeudos fueron subsanados en términos del “Acuerdo 

10/2014 por el que se emiten las Reglas para la aplicación del programa de 

regularización del pago de derechos y aprovechamientos de agua y derechos por 

descargas de aguas residuales de municipios y organismos operadores16”; toda vez 

que derivado de la cláusula cuarta de dicho instrumento, la entidad municipal, 

mediante oficio número 042/201617, de veintitrés de febrero de dos mil dieciséis, 

dirigido al Secretario de Hacienda del gobierno del Estado, se comprometió a fungir 

como aval de la Comisión Estatal del agua de la entidad, (presentando como 

garantía las participaciones federales que le corresponden), así como adherirse al 

programa de regularización contemplado en el artículo transitorio Décimo Tercero 

del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 

                                                           

15 P. LXXII/98, Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, diciembre de 1998, registro 
195025, página 789. 
16 Publicado en la primera sección, del Diario Oficial de la Federación el catorce de agosto de dos mil catorce. 
17 Documental en copia certificada que obra en el expediente de la presente controversia constitucional, al haberla acompañado a su 
demanda el municipio actor. 
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Coordinación Fiscal, (publicado el nueve de diciembre de dos mil 

trece). 

 En ese tenor, ahora el municipio actor aduce como conceptos de 

invalidez, por una parte, que no se le hizo de conocimiento de los 

incumplimientos de pago que tenía la referida Comisión de Agua 

de la entidad, (tal como lo dispone la cláusula quinta, tercer párrafo, del referido 

Acuerdo 10/2014) y por otra, que no fue notificado formalmente del procedimiento 

para la retención de los recursos a la entidad municipal; por lo que en su concepto, 

se vulneraron en perjuicio de la entidad municipal, los principios de integridad de 

los recursos hacendarios, de legalidad y de seguridad jurídica, previstos en la 

Constitución Federal. 

Conforme a lo expuesto, se tiene que la litis planteada en el presente asunto 

consiste en dilucidar, en principio, si en el procedimiento de retención de 

participaciones correspondientes al municipio actor se incumplió con la referida 

cláusula quinta del Acuerdo 10/2014, y luego en determinar si dicha retención se 

llevó a cabo con apego al principio de legalidad. 

 De dicho contexto, es dable advertir que el planteamiento esgrimido por el 

promovente no entraña un análisis de constitucionalidad respecto a una posible 

vulneración a las atribuciones o garantías que la Constitución Federal prevé a favor 

del municipio actor, sino que únicamente amerita un análisis de legalidad; ya que 

la materia de impugnación en realidad implica un estudio que descansa en el 

procedimiento de retención de participaciones, bajo la interpretación y aplicación 

de las cláusulas del multicitado acuerdo 10/2014, de las dispuestas en el convenio 

que se haya firmado al efecto18, y de lo previsto en la Ley de Coordinación Fiscal. 

En ese tenor, como se indicó, la controversia constitucional se trata de un 

medio de control constitucional, cuya finalidad es, en esencia, la defensa del 

sistema federal, el cual no debe desvirtuarse estudiando impugnaciones de mera 

                                                           

18 Lo anterior tiene sustento en la copia certificada que se acompaña del oficio 042/2016, de veintitrés de febrero de dos mil dieciséis, 
suscrito por el Síndico Municipal de Guaymas, Sonora, dirigido al Secretario de Hacienda del Gobierno del Estado de Sonora, que 
señala lo siguiente:  
“[…] En virtud de lo anterior, me permito informar que es decisión de mi representada otorgar en garantía las aportaciones federales 
con cargo al FORTAMUNDF, reconociendo en conjunto los adeudos a cargo de la Comisión Estatal del Agua unidad Guaymas y de mi 
representada, así como de adherirse al programa de regularización contemplado en el artículo Décimo Tercero de las disposiciones 
transitorias de la Ley de Coordinación Fiscal, y de obtener los beneficios señalados en el ‘Acuerdo por el que se emiten las Reglas para 
la aplicación del programa de regularización del pago de derechos y aprovechamientos de agua y derechos por descargas de aguas 
residuales para municipios y organismos operadores’. 
Por lo cual, a través del presente escrito se manifiesta el consentimiento expreso por parte del Municipio de Guaymas, para que aplique 
el Convenio suscrito con fecha 12 de noviembre de 2014 entre la Comisión Nacional del Agua y el Gobierno del Estado de Sonora, 
representado por la Secretaría de Hacienda, para que se retengan de manera permanente, con cargo a sus recursos del 
FORTAMUNDF, las cantidades necesarias para hacer frente al cumplimiento de las obligaciones generadas por concepto de pago de 
derechos y aprovechamientos de agua y derechos por descargas de aguas residuales, en caso de que incumpla los pagos que se 
deben realizar a partir de 2014. […]”  
El énfasis es propio. 
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legalidad; por lo que, en el caso, al advertirse que los actos impugnados derivan 

del referido Acuerdo 10/2014, así como del oficio de solicitud de adhesión 

formulada por el propio municipio actor, lo conducente es desechar la demanda 

hecha valer por el promovente. 

No es óbice a lo anterior, lo manifestado por el municipio actor, en el sentido 

de que la Presidenta Municipal de Guaymas, Sonora, mediante oficio de dieciséis 

de enero de dos mil veinte, solicitó a la Secretaría de Hacienda Estatal, la 

revocación relativa a la condonación de adeudos de la Comisión Estatal del Agua, 

y que luego la referida Secretaría de Hacienda, emitió como respuesta un diverso 

oficio cuyo contenido es desfavorable a esa entidad municipal; pues lo cierto es, 

que el oficio de respuesta controvertido se encuentra directamente vinculado con 

el multicitado Acuerdo General 10/2014, (al ser dicho acuerdo con base en el cual, 

el municipio actor se comprometió como aval de la Comisión del Agua estatal), lo 

que implica que el planteamiento sometido a consideración de este Alto Tribunal, 

nuevamente implique aspectos de mera legalidad. 

Se afirma lo anterior, ya que el estudio correspondiente versaría en el 

clausulado comprendido en el multicitado Acuerdo, así como en el convenio firmado 

para tales fines, respecto del oficio de respuesta emitido por la Secretaría de 

Hacienda estatal; sin que lo expuesto amerite un análisis relacionado con las 

atribuciones o garantías municipales previstas en la Constitución Federal. 

Ahora bien, con independencia de lo anterior, en el supuesto de que el 

promovente hubiera acudido a impugnar únicamente las aludidas retenciones sin 

que dichos actos derivaran del multicitado acuerdo, de igual forma se hubiera 

determinado el desechamiento de su acción. 

Lo anterior, toda vez que el descuento y retención de recursos federales que 

aduce se realiza de forma inminente, no se trata de una impugnación abstracta 

respecto de una violación directa a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, sino de un mero conflicto de legalidad que no implica la determinación 

del alcance y contenido del artículo 115, constitucional, para con ello establecer 

facultades del municipio actor. 

Como ya se indicó, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ha establecido que no toda violación constitucional puede analizarse en esta vía, 

sino sólo las relacionadas con los principios de división de poderes o con la cláusula 

federal. 

Ahora, si bien el criterio o principio de afectación se ha interpretado en sentido 
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amplio, es decir, que debe existir un principio de agravio, el cual 

puede derivar no sólo de la invasión competencial, sino de la 

afectación a cualquier ámbito que incida en su esfera regulada 

directamente desde la Constitución Federal, como las garantías 

institucionales previstas en su favor o incluso prerrogativas 

relativas a cuestiones presupuestales; lo cierto es, que también se ha precisado 

que tal amplitud siempre debe entenderse en el contexto de afectaciones a los 

ámbitos competenciales. 

Además, la precisión de mérito dio lugar a que el Tribunal Pleno identificara 

como hipótesis de improcedencia de la controversia constitucional, las relativas a 

cuando las partes aleguen exclusivamente las siguientes violaciones: 

1. A cláusulas sustantivas, diversas a las competenciales. 

2. De estricta legalidad. 

Lo anterior se corrobora con el criterio jurisprudencial de rubro y texto 

siguientes: 

 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES 
DE ANALIZARSE EN EL FONDO SON LAS RELACIONADAS CON EL 
PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, 
SOBRE LA BASE DE UN CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO. La 
controversia constitucional es un medio de regularidad disponible para los 
Poderes, órdenes jurídicos y órganos constitucionales autónomos, para combatir 
normas y actos por estimarlos inconstitucionales; sin embargo, atento a su 
teleología, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que no 
toda violación constitucional puede analizarse en esta vía, sino sólo las 
relacionadas con los principios de división de poderes o con la cláusula federal, 
delimitando el universo de posibles conflictos a los que versen sobre la invasión, 
vulneración o simplemente afectación a las esferas competenciales trazadas 
desde el texto constitucional. Ahora bien, en la aplicación del criterio referido debe 
considerarse que, en diversos precedentes, este Alto Tribunal ha adoptado un 
entendimiento amplio del principio de afectación, y ha establecido que para 
acreditar esta última es necesario que con la emisión del acto o norma general 
impugnados exista cuando menos un principio de agravio en perjuicio del actor, el 
cual puede derivar no sólo de la invasión competencial, sino de la afectación a 
cualquier ámbito que incida en su esfera regulada directamente desde la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como las garantías 
institucionales previstas en su favor, o bien, de otro tipo de prerrogativas como las 
relativas a cuestiones presupuestales; no obstante, a pesar de la amplia 
concepción del principio de afectación, debe precisarse que dicha amplitud 
siempre se ha entendido en el contexto de afectaciones a los ámbitos 
competenciales de los órganos primarios del Estado, lo que ha dado lugar a 
identificar como hipótesis de improcedencia de la controversia constitucional las 
relativas a cuando las partes aleguen exclusivamente violaciones: 1. A cláusulas 
sustantivas, diversas a las competenciales; y/o, 2. De estricta legalidad. En 
cualquiera de estos casos no es dable analizar la regularidad de las normas o 
actos impugnados, pero ambos supuestos de improcedencia deben considerarse 
hipótesis de estricta aplicación, pues en caso de que se encuentren 
entremezclados alegatos de violaciones asociados a las órbitas competenciales 
de las partes en contienda, por mínimo que sea el principio de afectación, el juicio 
debe ser procedente y ha de estudiarse en su integridad la cuestión efectivamente 
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planteada, aunque ello implique conexamente el estudio de violaciones 
sustantivas a la Constitución o de estricta legalidad.”19 

 

En ese orden de ideas, si de la demanda se aprecia que la pretensión del 

municipio actor no se trata de una impugnación abstracta respecto de una violación 

directa a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino de un mero 

conflicto de legalidad que no involucra violaciones a órbitas competenciales, 

entonces la controversia constitucional es improcedente. 

Al respecto, debe destacarse que en la controversia constitucional 5/2004, el 

Pleno de esta Suprema Corte sostuvo que el artículo 115, fracción IV, 

constitucional, consagra el principio de integridad de los recursos municipales, el 

cual implica que una vez que la Federación autoriza transferir a los municipios 

ciertos recursos a través de los Estados, debe entenderse que se garantiza su 

recepción puntual y efectiva, pues para programar el presupuesto de egresos se 

requería tener plena certeza acerca de sus recursos. 

Con base en las consideraciones contenidas en el precedente de mérito, tanto 

el Pleno como las Salas de este Alto Tribunal han resuelto controversias 

constitucionales en las que los municipios actores arguyen que los poderes 

ejecutivos estatales no han entregado las participaciones y aportaciones federales, 

que tales entregas fueron parciales o que la ministración de recursos no se realizó 

en forma oportuna. 

Sin embargo, en ejercicio de una nueva reflexión, el Pleno de este Alto Tribunal 

determinó que el precedente que dio origen al anterior criterio, no tuvo a bien valorar 

adecuadamente que la controversia constitucional es un medio de control 

destinado a garantizar la regularidad constitucional, en forma directa, en 

materia de invasión de esferas competenciales y no para dilucidar cuestiones 

de mera legalidad, sin que tenga relación con aspectos de carácter competencial, 

por lo cual se traduce, en el mejor de los casos, en una violación indirecta a la 

Constitución Federal. 

Así las cosas, en los términos en los que el promovente hace valer su 

impugnación, no arroja un principio de agravio en relación con el ámbito 

competencial que la norma fundamental le atribuye y, por ende, carece de interés 

legítimo para acudir a este Alto Tribunal a intentar el presente medio de control 

constitucional; lo cual se robustece al advertirse que el conflicto deriva de un propio 

acto de voluntad del municipio. 

                                                           

19 P./J. 42/2015 (10a.), Jurisprudencia, Pleno, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 25, diciembre de 
2015, tomo I, registro 2010668, página 33. 
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Lo anterior en términos de lo resuelto por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación el tres de diciembre 

de dos mil diecinueve en el recurso de reclamación 150/2019, 

así como el cinco de diciembre siguiente,  en los recursos de 

reclamación 158/2019 y 151/2019. 

Al respecto, cabe apuntar que si bien el suscrito Ministro no comparte el criterio 

mayoritario que sustenta el desechamiento de este proveído, lo cierto es que está 

vinculado en virtud del acuerdo emitido por este Alto Tribunal en sesión pública de 

tres de diciembre de dos mil diecinueve, en el sentido de que las Salas que lo 

componen, deberán asumir como criterio el que fue determinado en el referido 

recurso de reclamación 150/2019.    

Consecuentemente, la presente demanda debe desecharse de plano, por 

actualizarse el supuesto de improcedencia contenido en el artículo 19, fracción VIII, 

de la ley reglamentaria de la materia, en relación con la fracción I, del artículo 105 

de la Constitución Federal, así como en la jurisprudencia que se cita a continuación: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PARA EL DESECHAMIENTO DE 
LA DEMANDA SU IMPROCEDENCIA DEBE SER MANIFIESTA E 
INDUDABLE. Conforme a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la improcedencia de la controversia 
constitucional que permita desechar de plano la demanda presentada, debe 
ser manifiesta e indudable; es decir, debe advertirse del escrito de demanda 
y de las pruebas que, en su caso, se hayan adjuntado, sin requerir otros 
elementos de juicio, de tal manera que no exista duda alguna en cuanto a la 
actualización de la causal invocada que evidencie en forma clara y fehaciente 
la improcedencia de la pretensión intentada, de tal forma que los actos 
posteriores del procedimiento no sean necesarios para configurarla en forma 
acabada y tampoco puedan, previsiblemente, desvirtuar su contenido.”20 

 

Con apoyo en el artículo 28221 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

se habilitan los días y horas que se requieran para llevar a cabo la notificación 

de este proveído. 

Finalmente, agréguese al expediente para que surta efectos legales la 

impresión de la evidencia criptográfica de este proveído, en términos del 

                                                           

20 P./J. 9/98, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, enero de 1998, registro 
196923, página 898. 
21 Artículo 282. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cual sea 
ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
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Considerando Segundo22, artículo 923 del referido Acuerdo General 8/2020; de 

los puntos Segundo24 y Quinto25, del Acuerdo General 14/202026; en relación con 

el punto Único del Instrumento normativo aprobado por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación el veintiuno de enero de dos mil veintiuno, en 

virtud del cual se prorroga del uno al veintiocho de febrero del mismo año, la 

vigencia de los Puntos del Tercero al Noveno del Acuerdo General número 14/2020. 

  Por las razones expuestas, se 

A C U E R D A 

PRIMERO. Se desecha de plano, por notoria y manifiesta improcedencia, la 

demanda presentada en vía de controversia constitucional por el Municipio de 

Guaymas, Sonora. 

SEGUNDO. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene al promovente designando 

delegado y autorizada. 

TERCERO. Una vez que cause estado este auto, archívese el expediente 

como asunto concluido. 

 

Notifíquese. Por lista y en su residencia oficial al Municipio de Guaymas, 

Sonora. 

A efecto de realizar lo anterior, remítase la versión digitalizada del presente 

acuerdo, a la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de Sonora, con residencia en Hermosillo, por conducto del MINTERSCJN, 

regulado en el Acuerdo General Plenario 12/2014, a fin de que genere la boleta de 

turno que le corresponda y la envíe al órgano jurisdiccional en turno, a efecto de 

que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15727 de la Ley Orgánica del 

                                                           

22 SEGUNDO. La emergencia sanitaria generada por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19), decretada por acuerdo publicado 
en el Diario Oficial de la Federación del treinta de marzo de dos mil veinte, ha puesto en evidencia la necesidad de adoptar medidas 
que permitan, por un lado, dar continuidad al servicio esencial de impartición de justicia y control constitucional a cargo de la Suprema 
Corte de la Justicia de la Nación y, por otro, acatar las medidas de prevención y sana distancia, tanto para hacer frente a la presente 
contingencia, como a otras que en el futuro pudieran suscitarse, a través del uso de las tecnologías de la información y de herramientas 
jurídicas ya existentes, como es la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), y 
23 Artículo 9. Los acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro Presidente o del 
Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que puedan firmarse de manera autógrafa 
y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la FIREL. 
24SEGUNDO. A partir del tres de agosto de dos mil veinte, se levanta la suspensión de plazos en los asuntos de la competencia de 
este Alto Tribunal, sin menoscabo de aquéllos que hayan iniciado o reanudado en términos de lo previsto en los puntos Tercero de los 
Acuerdos Generales 10/2020 y 12/2020, así como Cuarto del diverso 13/2020. Lo anterior implica la reanudación de los plazos en el 
punto en que quedaron pausados y no su reinicio. 
25QUINTO. Los proveídos que corresponda emitir al Ministro Presidente y a las y los Ministros instructores,  
así como los engroses y votos se firmarán, electrónicamente. La versión impresa de esas determinaciones, en la que consten las 
respectivas evidencias criptográficas, se agregará sin necesidad de certificación alguna. […] 
26 De veintiocho de julio de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se reanudan los plazos 
procesales suspendidos desde el dieciocho de marzo de dos mil veinte. 
27 Artículo 157. Las diligencias que deban practicarse fuera de las oficinas de la Suprema Corte de Justicia o del Consejo de la 
Judicatura Federal se llevarán a cabo por el ministro, consejero, secretario, actuario o juez de distrito que al efecto comisione el órgano 
que conozca del asunto que las motive. 
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Poder Judicial de la Federación, 4, párrafo primero28, y 529 de la 

ley reglamentaria de la materia, lleve a cabo la diligencia de 

notificación por oficio al Municipio de Guaymas, Sonora, en su 

residencia oficial, de lo ya indicado; lo anterior, en la inteligencia 

de que para los efectos de lo previsto en los artículos 29830 y 29931 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos 

del numeral 1 de la citada ley, la copia digitalizada de este proveído, en la que 

conste la evidencia criptográfica de la firma electrónica del servidor público 

responsable de su remisión por el MINTERSCJN, hace las veces del despacho 

número 191/2021, en términos del artículo 14, párrafo primero32, del citado 

Acuerdo General Plenario 12/2014, por lo que se requiere al órgano jurisdiccional 

respectivo, a fin de que en auxilio de las labores de este Alto Tribunal, a la brevedad 

posible, lo devuelva debidamente diligenciado por esa misma vía, con la 

constancia de notificación y la razón actuarial correspondiente. 

 

Cúmplase. 

Lo proveyó y firma el Ministro instructor Juan Luis González Alcántara 

Carrancá, quien actúa con la Maestra Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de 

la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 

Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto Tribunal, 

que da fe. 

 

Esta hoja corresponde al proveído de dieciocho de febrero de dos mil veintiuno, dictado por el Ministro 
instructor Juan Luis González Alcántara Carrancá en la controversia constitucional 9/2021, promovida 
por el Municipio de Guaymas, Sonora. Conste. 
 
KPFR/LATF 2 

                                                           

28 Artículo 4. Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, mediante publicación en lista y 
por oficio entregado en el domicilio de las partes, por conducto del actuario o mediante correo en pieza certificada con acuse de recibo. 
En casos urgentes, podrá ordenarse que la notificación se haga por vía telegráfica. […] 
29 Artículo 5. Las partes estarán obligadas a recibir los oficios de notificación que se les dirijan a sus oficinas, domicilio o lugar en que 
se encuentren. En caso de que las notificaciones se hagan por conducto de actuario, se hará constar el nombre de la persona con 
quien se entienda la diligencia y si se negare a firmar el acta o a recibir el oficio, la notificación se tendrá por legalmente hecha. 
30Artículo 298. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de la residencia del tribunal en que se siga el juicio, deberán 
encomendarse al Juez de Distrito o de Primera Instancia para asuntos de mayor cuantía del lugar en que deban practicarse. 
Si el tribunal requerido no puede practicar, en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará, a su vez, al juez local 
correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar. 
La Suprema Corte de Justicia puede encomendar la práctica de toda clase de diligencias a cualquier autoridad judicial de la República, 
autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la cumplimentación. 
31Artículo 299. Los exhortos y despachos se expedirán el siguiente día al en que cause estado el acuerdo que los prevenga, a menos 
de determinación judicial en contrario, sin que, en ningún caso, el término fijado pueda exceder de diez días. 
32Artículo 14. Los envíos de información realizados por conducto de este submódulo del MINTERSCJN deberán firmarse 
electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsto en el artículo 12, inciso g), del AGC 1/2013, si se trata de acuerdos, 
actas o razones emitidas o generadas con la participación de uno o más servidores públicos de la SCJN o del respectivo órgano 
jurisdiccional del PJF, si se ingresan en documento digitalizado cuyo original contenga las firmas de éstos, bastará que la FIREL que 
se utilice para su transmisión por el MINTERSCJN, sea la del servidor público responsable de remitir dicha información; en la inteligencia 
de que en la evidencia criptográfica respectiva, deberá precisarse que el documento digitalizado es copia fiel de su versión impresa, la 
cual corresponde a su original. […] 
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